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RESPUESTA: 

 
En relación con la iniciativa de referencia, se señala que  la expansión del virus 

Covid 19 en España ha generado una situación excepcional, ante la cual el Gobierno se 
ha comprometido a actuar con la máxima decisión, adoptando todas las medidas que 
sean necesarias para proteger a las familias, los trabajadores y los autónomos, 

particularmente los más vulnerables, así como para preservar el tejido empresarial y 
económico y el empleo. 

 
Las medidas para afrontar la crisis del COVID-19 se han articulado en torno a 

tres objetivos fundamentales: el primero y más importante, atender a la emergencia 
sanitaria; el segundo, tejer una red de seguridad para proteger a ciudadanos y familias, 

especialmente a los más vulnerables; y el tercero, sostener el tejido productivo y el 
empleo, prestando especial atención a las Pymes y los autónomos. 

 
Se trata de medidas muy significativas desde el punto de vista cuantitativo que 

pretenden contener la extensión del virus en el plano sanitario y asegurar que se 

mantiene el tejido empresarial y se minimiza la destrucción de empleo, partiendo de que 
la caída de la actividad económica afectará de forma desigual a los distintos sectores 

económicos. 
 

Es importante no perder de vista los retos de futuro y aprovechar lo acometido 
durante los meses precedentes para poner en marcha el “Plan Nacional de 

Recuperación, Transformación y Resiliencia”, alineado con el proyecto de recuperación 
a nivel Unión Europea y que permita la modernización del sistema productivo, con base 

en un nuevo contrato social adaptado a la realidad del siglo XXI, abordando retos como 
la transición ecológica, la digitalización, la lucha contra las desigualdades sociales y 



  

 

 

 

   

 

 

territoriales, la mejora de la educación y la formación, así como la apuesta por la 

innovación y la ciencia. 
 
https://www.lamoncloa.gob.es/presidente/actividades/Documents/2020/0710202

0_PlanRecuperacion.pdf 
 

 
Las diferentes fases del Plan de transición hacia una nueva normalidad llevaban 

aparejadas medidas de higiene exigibles a los establecimientos y locales con apertura al 
público, así como medidas en materia de higiene para los clientes de este tipo de 

establecimientos. 
 

Asimismo, el recién aprobado Real Decreto-ley 21/2020, de 9 de junio, de 
medidas urgentes de prevención, contención y coordinación para hacer frente a la crisis 

sanitaria ocasionada por el COVID-19 (RD-ley 21/2020) establece “un deber general de 
cautela y protección que afiance comportamientos de prevención en el conjunto de la 
población” y lleva a cabo “la adopción de una serie de medidas urgentes de prevención, 

contención y coordinación, dirigidas a garantizar el derecho a la vida y a la protección 
de salud mientras perdure la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, una vez 

expirada la vigencia del estado de alarma y de las medidas extraordinarias de 
contención, incluidas las limitativas de la libertad de circulación, establecidas al amparo 

de aquel” 
 

En concreto, y en relación con los establecimientos comerciales objeto de esta 
pregunta, el artículo 11 del RD-ley 21/2020 dispone lo siguiente: 

 
“Las administraciones competentes deberán asegurar el cumplimiento por los 

titulares de los establecimientos comerciales de venta minorista o mayorista de 
cualquier clase de artículos de las normas de aforo, desinfección, prevención y 

acondicionamiento que aquellas determinen.  
 
En cualquier caso, deberá asegurarse la adopción de las medidas organizativas 

que resulten necesarias para evitar aglomeraciones y garantizar que clientes y 
trabajadores mantengan una distancia de seguridad de, al menos, 1,5 metros. Cuando no 

sea posible mantener dicha distancia de seguridad, se observarán las medidas de higiene 
adecuadas para prevenir los riesgos de contagio. 

 
Las administraciones competentes prestarán especial atención a las 

particularidades de los centros y parques comerciales y de los mercados que desarrollan 
su actividad en la vía pública al aire libre o de venta no sedentaria, comúnmente 

denominados mercadillos.” 
 

https://www.lamoncloa.gob.es/presidente/actividades/Documents/2020/07102020_PlanRecuperacion.pdf
https://www.lamoncloa.gob.es/presidente/actividades/Documents/2020/07102020_PlanRecuperacion.pdf


  

 

 

 

   

 

 

Con ello, el Gobierno de España ha creado el marco normativo que habilite a las 

autoridades competentes a adoptar las medidas de higiene y seguridad necesarias para 
que las personas consumidoras no se vean desincentivadas a llevar a cabo operaciones 
comerciales en el pequeño comercio con motivo del Covid-19. 

 
Asimismo, mediante el artículo 36 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de 

marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 
económico para hacer frente al COVID-19, se creó un marco legislativo de seguridad 

para las personas consumidoras de tal forma que no se viesen desincentivadas a 
suscribir a contratos de consumo por temor a no poder ejecutarlos en caso de verse 

afectado por algún tipo de restricción en la movilidad derivada de la crisis sanitaria.  
 

En concreto, en los puntos 1 a 3 de este artículo se establece lo siguiente: 
 

“1. Si como consecuencia de las medidas adoptadas por las autoridades 
competentes durante la vigencia del estado de alarma o durante las fases de 

desescalada o nueva normalidad, los contratos suscritos por los consumidores 
y usuarios, ya sean de compraventa de bienes o de prestación de servicios, 
incluidos los de tracto sucesivo, resultasen de imposible cumplimiento, el 

consumidor y usuario tendrá derecho a resolver el contrato durante un plazo 
de 14 días desde la imposible ejecución del mismo siempre que se mantenga 

la vigencia de las medidas adoptadas que hayan motivado la imposibilidad de 
su cumplimiento. La pretensión de resolución solo podrá ser estimada cuando 

no quepa obtener de la propuesta o propuestas de revisión ofrecidas por cada 
una de las partes, sobre la base de la buena fe, una solución que restaure la 

reciprocidad de intereses del contrato. Las propuestas de revisión podrán 
abarcar, entre otras, el ofrecimiento de bonos o vales sustitutorios al 

reembolso, que en todo caso quedarán sometidos a la aceptación por parte del 
consumidor o usuario. A estos efectos, se entenderá que no cabe obtener 

propuesta de revisión que restaure la reciprocidad de intereses del contrato 
cuando haya transcurrido un periodo de 60 días desde la solicitud de 

resolución contractual por parte del consumidor o usuario sin que haya 
acuerdo entre las partes sobre la propuesta de revisión. 

 

2. En los supuestos en los que el cumplimiento del contrato resulte imposible de 
acuerdo con el apartado anterior, el empresario estará obligado a devolver las 

sumas abonadas por el consumidor o usuario, salvo gastos incurridos 
debidamente desglosados y facilitados al consumidor, en la misma forma en 

que se realizó el pago en un plazo máximo de 14 días, salvo aceptación 
expresa de condiciones distintas por parte del consumidor y usuario. 

 
3. Respecto de los contratos de prestación de servicios de tracto sucesivo, la 

empresa prestadora de servicios podrá ofrecer opciones de recuperación del 
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servicio a posteriori y sólo si el consumidor no pudiera o no aceptara dicha 

recuperación entonces se procedería a la devolución de los importes ya 
abonados en la parte correspondiente al periodo del servicio no prestado por 
dicha causa o, bajo la aceptación del consumidor, a minorar la cuantía que 

resulte de las futuras cuotas a imputar por la prestación del servicio. 
Asimismo, la empresa prestadora de servicios se abstendrá de presentar a 

cobro nuevas mensualidades hasta que el servicio pueda prestarse con 
normalidad, sin que ello dé lugar a la rescisión del contrato, salvo por la 

voluntad de ambas partes.” 
 

 
 

 
Madrid, 28 de octubre de 2020 
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